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Introducción.

Uno de los temas de historia institucional santafesina más tratados por la historiografía, es el tocante al Estatuto dictado en 1819 por Estanislao López. Parecería reiterativo volver sobre el asunto, si no fuera porque en el presente trabajo se plantea como hipótesis su efímera vigencia a partir de los cambios de relaciones de poder producidos entre 1821 y 1822. 

Al ser una norma constitucional de tipo flexible, y por lo tanto pasible de ser reformada por leyes ordinarias, el Estatuto se fue desnaturalizando y reduciéndose sus alcances, al dispersarse en otras normas los asuntos centrales de la organización del Estado, las que expresaban las nuevas relaciones de poder. Entre 1819 y 1841, que es el período en que se supone debió regir, se dictaron diversas leyes que modificaron el procedimiento a seguir en caso de acefalía, disolvieron el Cabildo, organizaron el Poder Judicial, reglamentaron el funcionamiento de la Junta de Representantes, otorgaron al gobernador facultades extraordinarias y modificaron las normas electorales. Al cabo de todas ellas, nada quedaba de la parte orgánica del Estatuto, al punto que al dictarse la Constitución de 1841, ninguna referencia se hace sobre aquel instrumento.

Origen,  sanción y carácter del Estatuto:


Una difundida clasificación constitucional, distingue entre constituciones rígidas y flexibles. Las primeras, son aquellas que no pueden ser modificadas por el mismo procedimiento que se sigue para sancionar las leyes ordinarias; es decir –señala Linares Quintana- reposan sobre la idea de la diferenciación del poder constituyente y del poder legislativo ordinario, revistiendo aquello que se ha denominado superlegalidad constitucional. En los casos de constituciones flexibles, el poder legislativo es, a la vez, constituyente y ordinario, de manera que toda ley que sanciona es constitucional y no existe otra diferencia entre leyes constitucionales y ordinarias que las que resultan de su contenido.


Si analizamos bajo tales premisas el Estatuto santafesino y el conjunto de leyes sancionadas en Santa Fe, entre 1819 y 1841, referidas a aspectos diversos de la organización del Estado,  encontramos un cuerpo legal que presenta todas las características de una constitución flexible. El Poder Constituyente original es el mismo gobernador, que guardará además funciones legislativas ordinarias que en lo sucesivo se superpondrán a las primeras. La aprobación del Estatuto definitivo debió estar a cargo del Cabildo, aunque no está claro que le haya prestado su conformidad y es seguro que no le juró acatamiento. Por entonces conservaba el Cabildo alguna cuota de poder, y esto se refleja en el rol que el Estatuto le asigna. Paralelamente irá ganando peso la Junta de Representantes, apenas bosquejada en el Estatuto, aunque guardará siempre una relación de subordinación con respecto al gobernador.


Desde otro punto de vista, surge de la actividad legislativa santafesina un casuismo notable, que contrasta con la sistematización racionalista de otros documentos contemporáneos, como la frustrada constitución directorial de 1819. Se legislaba para el caso, a medida que se iban presentando situaciones que requerían la adecuación de la estructura del Estado, para lo cual el carácter flexible del Estatuto servía apropiadamente.


El Estatuto provincial de 1819 surge de la prédica de Juan Francisco Seguí, quien siendo uno de los cuatro letrados que había en Santa Fe, quiso dar racionalidad a la organización del Estado mediante el dictado de una Constitución. Había planteado el asunto en 1818, antes de la asunción de López a la gobernación, que, como se sabe, se produjo en un contexto de total desorden interno en medio del agitado clima de la guerra contra Buenos Aires.


Como el mismo López lo afirmara en la proclama con la que anunció su Estatuto, su poder inicial era ilegítimo. ¿Qué consideraciones lo llevaron a procurar legitimarlo y mediante qué medios? ¿En qué medida López expresaba los intereses de la clase dirigente santafesina, conformada por una elite familiar poseedora del pder político e económico durante doscientos años y ante la cual no podía presentarse más que como un advenedizo? ¿Qué prevenciones podía albergar con respecto a Artigas, su propio jefe político, que como había quedado demostrado durante el gobierno de Vera y en los incidentes posteriores a la firma del armisticio de San Lorenzo, no parecía estar dispuesto a sustraerse de las cuestiones internas de la provincia? En todo caso, las relaciones de poder existentes en Santa Fe hacia 1819 no han sido suficientemente estudiadas.


Como López declara también, quiso legitimar su posición política sometiendo el cargo de gobernador a algún tipo de elección. Pero a la vez quiso dar un marco a su futura gestión auspiciando el dictado de una Constitución. Tales eran los medios que creyó suficientes para aplacar los temores de la clase dirigente, mayoritariamente adicta a Artigas, y dentro de la cual Seguí y los doctores Aldao y Diez de Andino eran piezas influyentes. Pero sus expectativas de efectivo liderazgo estuvieron a punto de frustrase cuando conoció el proyecto de Constitución presentado por una Comisión de notables. Aunque el documento no se conoce, sabemos por las propias declaraciones de López, que, fundado quizá en la división de poderes que Artigas impulsaba, limitaba las atribuciones del gobernador. Lo cierto es que López, sin más trámite, lo rechazó para inmediatamente sancionar el Estatuto que se conoce, asumiendo en sí mismo el Poder Constituyente. ¿Hubo negociaciones antes de la sanción del texto definitivo?


Si nos atenemos a los frustrados intentos de revolución de mayo de 1819 y septiembre de 1822, López no careció de oposición. Esta provino de sectores divergentes vinculados al artiguismo en el primer caso, (“revolución de los títeres”) y al verismo en el segundo (“revolución de San Jerónimo”). Las respuestas de López fueron enérgicas pero disímiles. A los artiguistas como Seguí y los hermanos Luis y Pedro Aldao, los mantuvo bajo control y los captó hacia su propio entorno, especialmente después de la definitiva caída de Artigas en 1820. A los veristas los redujo, fusilando a Obando, su principal líder, tras el fracaso de la conspiración de 1822, y expatriando a Cosme Maciel.


Llama la atención la suavidad del castigo que López les administró a los Aldao y a Seguí al desterrarlos brevemente a Coronda. Llama también la atención que en agosto dictara López el Estatuto Provisorio, reclamado por Seguí desde 1818, y que el 17 de septiembre López contrajera matrimonio con Doña María Josefa Rodríguez del Fresno, hermana de Joaquina, la esposa del Dr. Pedro Aldao. ¿Había sido el matrimonio de López el sello de una alianza política?


El Estatuto, compuesto de nueve secciones, es un instrumento técnicamente defectuoso desde un punto de vista jurídico racionalista, pero es altamente realista. Concentra el Poder en el gobernador, quien, según lo dispuesto en la Sección IV, ejerce el gobierno. Es decir, el gobernador es el gobierno, ya que además de sus facultades inherentes de tipo ejecutivo, puede hacer establecimientos y reformas, o sea dictar normas legales, y es además juez de apelación. Preside también la Junta de Hacienda, cuya función es la de controlar el manejo de los fondos públicos. Curiosamente, el Estatuto nada dice sobre el carácter de comandante en jefe de las fuerzas provinciales que, de hecho, el gobernador ejercía. Se fija una duración de dos años para su mandato.


Frente a la gran concentración de poder que reviste el gobernador, el órgano legislativo aparece desdibujado, bajo el nombre de representación o el de Junta Electoral (Sección III). El cuerpo sería integrado por ocho comisarios por la Capital, dos por Rosario, uno por Coronda y otro por San José del Rincón. En total 12 diputados, cuyas principales funciones serían elegir a los miembros del Cabildo y efectuar el escrutinio de votos correspondiente a la elección de gobernador, dirimiendo mediante sorteo los casos de empate. Sus diligencias fenecerían una vez cumplida la elección de los capitulares, pero el gobernador podría convocar a la Representación cada vez que lo estimara conveniente. Esta debía prestar acuerdo para los casos de declaración de guerra.


La Sección V se refiere a la antigua institución capitular. Cumpliría sus funciones tradicionales, tal como lo había hecho en los tiempos coloniales, pero sus miembros serían ahora electos por la Junta de Representantes y, además, sería el ente que reemplazaría al gobernador en ausencias o enfermedades. La administración de Justicia en primera instancia seguiría siendo su principal atribución.


Las concepciones constitucionales de López y Artigas.

El dictado de un estatuto para Santa Fe no podía más que agradar a Artigas, impulsor de la idea de que cada provincia tuviera su constitución, según surge de sus instrucciones a los diputados orientales que participarían de la Asamblea de 1813. Una carta del Cabildo de Santa Fe al caudillo oriental, del 15 de septiembre de 1818, le informa sobre la situación de la provincia luego del ascenso al poder por parte de Estanislao López, recalcando que se encuentra ya elegida una diputación para redactar una Constitución provisoria que abrace todos los puntos o extremos de la mejor administración.
 

Hay que hacer notar que el constitucionalismo de López se aparta significativamente del de Artigas en un punto central. El caudillo oriental en sus instrucciones a los diputados del año trece, es sumamente claro en lo que respecta a la división de poderes, señalando que, tanto la Constitución Nacional como la de cada provincia, deberían establecer los poderes ejecutivo, legislativo y judicial y que estos tres resortes jamás podrán estar reunidos entre sí y serán independientes en sus facultades.
 El proyecto artiguista de Constitución para la Banda Oriental, presumiblemente redactado en 1813, es una copia casi literal de la Constitución de Massachusetts de 1780, y consagra la división tripartita de poderes, para que el gobierno sea de leyes y no de tiranos.

El Estatuto de López no respeta esta consigna de oro, centralizando el gobierno en la figura de gobernador, quien conserva funciones judiciales de los tiempos coloniales, y bosquejando apenas una representación con funciones sumamente acotadas. Pero la evolución de las leyes constitucionales posteriores irá afirmando la división de poderes, al menos en un plano teórico, con la creación del Tribunal de Alzada y de los tribunales inferiores, junto al efectivo funcionamiento de la Junta de Representantes.


López se expide sobre la vigencia del Estatuto ante el Cabildo (1821) y ante La Junta de Representantes (1822).


Estanislao López produjo dos documentos en los que se pronuncia sobre la vigencia de su Estatuto con una diferencia de tres meses. El primero fue un oficio dirigido al Cabildo el 28 de noviembre de 1821, cuando la institución municipal ya había comenzado a sufrir los recortes que ese mismo año el gobernador había practicado sobre las atribuciones tradicionales del cuerpo y aún sobre las nuevas que él mismo había previsto en su organización del Estado. Surge de este documento que el Estatuto no mereció la aprobación capitular ni fue jurado por los ciudadanos como estaba previsto en su artículo 57º:


La escuela de la experiencia nos enseña –señala López- muchas verdades prácticas que no alcanzamos antes de tocar los resultados. La salud de la Provincia es la suprema ley que liga el poder y autoridad que envisto. El modo que según las circunstancias considere apto para salvarla, es mi deber abrazarlo, sin pararme en un Estatuto que ni mereció la aprobación de esa Corporación, ni giró los pasos correspondientes al juramento cívico de su reconocimiento y guarda como para obligar sus disposiciones [según] en el mismo se previene. Así permítame V S le reitere alguna vez el justo reparo de hacer uso de un reglamento que se condenó al olvido bajo la bóveda de esa Sala Capitular. Prescindiendo que como no se procedió la solemnidad de jurarlo por ciudadanos, no goza de otra autoridad que la emanada de la ejecutiva mía y por lo mismo revocable cualquier artículo que pugne con los primeros objetos de su establecimiento, por el sensible cambio de circunstancias y orden de inesperados sucesos que no se tuvieron presentes a la sazón. 


El segundo pronunciamiento de López sobre la vigencia del Estatuto surge cuando, el 27 de febrero de 1822, la Junta de Representantes discute la posibilidad de otorgar un ascenso militar al gobernador. Aparece como inconveniente la limitación establecida en el artículo 28º del Estatuto que precisaba que el grado de Coronel sería el último de la carrera de las armas. Ante esto, la mitad de los diputados estima que no es posible ascender a López más allá del grado de Coronel, atendiendo a la disposición del Estatuto. Al resultar empatada esta postura con la de quienes quieren darle el grado de Brigadier General, sin tener en cuenta el Estatuto, se resuelve consultar al gobernador para que expresase si estaba el citado Reglamento en su vigor y fuerza, o si debía reputarse por nulo en todas sus partes.


Al día siguiente, López señala que la consulta es demasiado general y su resolución afirmativa o negativa acarrearía perniciosas consecuencias. El Estatuto tiene muchos artículos –señalaba- que siempre deben subsistir en su vigor y fuerza, otros son discordantes a las circunstancias y otros en contradicción con el bien general por que debemos sacrificarnos. Así, para resolver de un modo digno, ajustado a principios y conveniente a los mejores que aspiramos, debieron especificarse los artículos que causaban esa traba al ejercicio de sus funciones. Frente a ello, López propone que se incorpore a la Junta su ministro general, Dr. Juan Francisco Seguí, con el carácter de diputado por el departamento de Rosario. De esta forma estaría en condiciones de responder las dudas que se presenten en lo sucesivo sobre la vigencia del Estatuto, orientando a los diputados sobre sus deseos benéficos.


Hay que remarcar una diferencia entre los dos pronunciamientos de López sobre la vigencia del Estatuto. El primero está dirigido a una corporación jerarquizada en el Estatuto y que López ya ha decidido relegar a un plano inferior. Está consignado a quien reclama por la aplicación de la norma y López se pronuncia en forma negativa, reivindicando su propio poder constituyente. La segunda opinión está destinada a un cuerpo poco agraciado en la letra del Estatuto y que el gobernador quiere promocionar. Aquí López se expide en forma positiva, apelando también a su poder constituyente, pero indicando la subsistencia parcial del Estatuto. Esta diferencia estaría indicando la tendencia de los cambios institucionales y de poder. 

En las actas de la Junta de Representantes, cuando se practicaba alguna reforma, se hacía referencia, al principio del período, a los artículos del Estatuto, pero con el transcurso del tiempo, llegó a legislarse sobre cuestiones previstas en aquel sin que se lo mencionara en absoluto. Es más, en los considerandos de algunas leyes o en los debates legislativos, queda claro que se había olvidado la existencia del Estatuto, o, cuando menos, sus disposiciones. 

Génesis de las transformaciones experimentadas en las disposiciones del Estatuto:


La vigencia del Estatuto fue breve por tres razones: 

· En primer lugar, por la sanción de leyes constitucionales que introdujeron reformas significativas (suplencias del gobernador, funcionamiento permanente de la Junta de Representantes, creación del Tribunal de Alzada, abolición del Cabildo, Reglamento de Justicia, Reglamento de la Junta de Representantes, duración del mandato del gobernador por cuatro años a partir de 1836). 
· Luego, por la introducción de prácticas contrarias a sus disposiciones, sin que mediaran leyes constitucionales (continuación de la guerra contra Buenos Aires, forma de elección del gobernador; fórmula del juramento; nombramiento de Domingo Cullen como gobernador, que no era americano, e inspección de las cuentas públicas)
·  Finalmente, por la introducción en los hechos de asuntos no previstos en el Estatuto, o de precisiones que amplían su contenido (Creación de la figura de ciudadano naturalizado, la concesión de facultades extraordinarias para el gobernador, ampliación de las funciones de la Junta de Representantes).

Leyes constitucionales del período 1819 – 1841.


Hemos señalado que, cuando una constitución es flexible, el poder legislativo es, a la vez, constituyente y ordinario, de manera que toda ley que sanciona es constitucional y no existe otra diferencia entre leyes constitucionales y ordinarias que las que resulta de su contenido. Por lo tanto, siendo el Estatuto de 1819 una norma constitucional flexible, todas las leyes que se sancionaron antes de 1841, referidas a la organización del Estado santafesino, tienen rango constitucional. Lo mismo puede decirse de las disposiciones del gobernador, especialmente en los períodos que posee facultades extraordinarias, máxime que, fue el mismo López quien ejerció el poder constituyente que dictó el Estatuto.


Del relevamiento practicado en el Registro Oficial surge el siguiente cuerpo de leyes constitucionales que rigieron a la provincia durante esta etapa:

· 1821 (2 de enero): Se establece que en las ausencias y enfermedades del gobernador, no recaerá el gobierno en el Cabildo ni en la Junta de Representantes, sino en el individuo que designe el gobernador, quien obtendrá el mando político, mientras que el militar lo ejercerá el Jefe de Armas o el oficial de mayor graduación. Esta ley constitucional dejó sin efecto los artículos 31, 32 y 33 del Estatuto.

· 1821 (15 de enero) El gobernador López libra un oficio al Cabildo comunicándole que ha dispuesto que la Representación de la Provincia funcione permanentemente, estimando que esto no contradice el artículo 22 del Estatuto, que faculta al gobernador a convocarla cuando lo crea conveniente, señalando que el artículo 10º tampoco excluye esa posibilidad. 

· 1821 (6 de diciembre): La Junta de Representantes establece que para evitar que el mandato de sus diputados finalice al mismo tiempo que el del gobernador, lo que había creado una situación de acefalía, se prolongue por diez días el de aquellos, para poder elegir al nuevo mandatario. 

· 1826 (24 de marzo)  Se crea un Tribunal integrado por tres ciudadanos, de los cuales uno sería vocal secretario, para entender en grado de apelación en todos los pleitos que se siguieran por escrito. Se llamaría Tribunal de Alzada de la Provincia, y sus sentencias serían inapelables, aún ante el gobernador, quien solamente se reservaba la facultad de poner el cúmplase a las definitivas (Art 2°). Los jueces cobrarían 200 pesos anuales, y serían designados o removidos por el Poder Ejecutivo (Arts. 3° y 4°). Esta Ley Constitucional modifica el art. 29º del Estatuto referido a las facultades judiciales del gobernador y el art. 38º de la Sección VI dedicada a la Administración de Justicia.

· 1832 (13 de octubre). Se disuelve el Cabildo, con lo que queda sin efecto toda la Sección V del Estatuto (art. 30º, 31º, 32º y 33º) y el art. 34 de la Sección VI.

· 1833 (24 de enero). Se dicta el Reglamento de Justicia por el que se crea un Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Criminal en la capital de la Provincia y tres Juzgados de Paz en los departamentos. Esta Ley Constitucional deja sin efecto toda la Sección VI del Estatuto.

· 1836 (15 de septiembre). La Junta de Representantes dicta una ley por la que establece que el mandato del gobernador duraría cuatro años, debiendo ser electo el 1º de diciembre del año de su finalización y asumir el 1º de enero del siguiente, con lo que modificó el artº 14 del Estatuto, que para entonces había sido totalmente olvidado. Al discutirse los términos de la ley del 11 de julio de 1834, en oportunidad de la séptima reelección de López, el mandato había sido fijado inicialmente en tres años, pero el diputado Aldao consideró que no debía alterarse la costumbre de que fuera por dos años, lo que ya debía considerarse como una ley, con lo que queda claro que la disposición precisa del Estatuto, en el sentido de que el mandato sería por dos años, había sido olvidada. Igualmente, en el texto de la ley del 15 de septiembre de 1836, se señala que en lo relativo a la duración del mandato del gobernador y a las fechas de su elección y asunción, se ha practicado más bien por una costumbre que por una ley. 
· 1836 (30 de diciembre). Se asigna al gobernador una renta de tres mil pesos anuales, con lo que se modifica el art. 15º del Estatuto que la fijaba en dos mil.

Prácticas contrarias a sus disposiciones.

· 1820 :López lleva adelante su segunda campaña contra Buenos Aires, que culminará con su victoria de El Gamonal, haciendo caso omiso a la oposición de la Junta, que le había negado su autorización, violando abiertamente lo dispuesto por el Estatuto en su artículo 24º.
· 1821 (12 de noviembre): El gobernador envía un oficio a la Junta de Representantes convocando a elección de diputados por los diversos cuarteles, para que estos provean de la persona que deba y convenga ocupar el mando que ejerzo. Esta mera comunicación dio origen a la práctica por la cual la Junta de Representantes elegiría al gobernador, consagrada después en la Constitución de 1841. La Junta, efectivamente,  elige, el 6 de diciembre, gobernador a Estanislao López, contrariamente al procedimiento señalado por el Estatuto que reserva a los ciudadanos de cada departamento y de cada cuartel, el derecho de votar a su caudillo, limitando a la Representación la realización del escrutinio. Este acto legislativo, dejó en los hechos sin efecto todo el Capítulo II de la Sección V del Estatuto. Este procedimiento se repitió el 3 de enero de 1824, el 7 de enero de 1826, el 28 de abril de 1828, el 6 de mayo de 1830, el 16 de mayo de 1832, el 11 de julio de 1834 y el 1º de diciembre de 1836, siendo, en todos los casos, electo Estanislao López. El 29 de junio de 1838, se practicó el mismo procedimiento al elegirse gobernador a Domingo Cullen y el 24 de octubre del mismo año, al designarse gobernador a Juan Pablo López.
· 1822 (27 de febrero): Se le confiere al gobernador Estanislao López el grado de Brigadier, contra lo dispuesto en el art. 28º del Estatuto que fijaba como máximo grado militar en la provincia el de Coronel.

· 1824 (5 de enero): Al asumir Estanislo López su tercer mandato como gobernador, presta juramento ante el presidente de la Junta de Representantes mediante una fórmula diferente a la establecida en el art. 13 de la Sección IV, en la que se destaca el compromiso del mandatario a respetar el Reglamento Constitucional que se sancione, sin referirse al de 1819. Al recibirse nuevamente de su cargo el 19 de febrero de 1826, López juró conforme a una tercera fórmula que no hacía referencia alguna al Estatuto u a otra norma constitucional que pudiera sancionarse durante su mandato. Esta última fórmula se repitió en el juramento del 7 de mayo de 1828, el 7 de mayo de 1830, y el 8 de julio de 1832.

· 1834 (10 de abril). La Junta de Representantes aprueba las cuentas públicas de la gestión de Estanislao López, desde su ingreso al mando hasta el año 1831, inclusive. Para ello actuó una comisión especial integrada por José Ignacio Echagüe, Manuel Pujato y Sebastián Puig y Troncoso, que informó a la Junta el 18 de marzo. Esta gestión demuestra que nunca se cumplió con lo dispuesto en la Sección VI del Estatuto que crea una Junta de Hacienda que controlaría las cuentas del Estado.
· 1835 (25 de febrero). Se asignan al gobernador dos mil pesos en concepto de gastos extraordinarios y reservados para el bienio, contra lo dispuesto en el art. 15º del Estatuto, que fijaba en igual suma el sueldo anual del gobernador, sin que pudiera gozar de más emolumentos. En 1837 se reiteró esta disposición.
· 1835 (28 de febrero). Se crea una comisión de comerciantes para examinar y liquidar las cuentas del Ministerio de Hacienda correspondientes al año 1834, contra lo dispuesto en la Sección VI del Estatuto, ya señalado. En 1836 se le encomendará a Ramón Doldán la inspección de las cuentas de 1835.
· 1838 (29 de junio). Es electo gobernador propietario, hasta finalizar el cuatrienio incompleto del último mandato de López, al ciudadano  Domingo Cullen, mano derecha del caudillo fallecido, siendo que no era americano, y por lo tanto no se ajustaba a las condiciones que el Estatuto fijaba en su artículo 3º para ser ciudadano, requisito que el artículo 11º  establecía para ser gobernador.
 Introducción en los hechos de asuntos no previstos en el Estatuto o de precisiones que lo amplían.

· 1828 (31 de octubre). La Junta de Representantes autoriza al gobernador para conceder cartas de ciudadanía. El Estatuto no contemplaba la figura del ciudadano naturalizado, con lo que se introduce un elemento novedoso, que amplía el contenido de su  Sección II.

· 1832 (14 de julio). Se confieren Facultades Extraordinarias al gobernador,  asunto no previsto en el Estatuto.

· 1834 (15 de mayo). Se dicta el Reglamento de la Honorable Junta Representativa, cuyas precisiones, si bien no son incompatibles con lo dispuesto en el Estatuto, indican que el Poder Legislativo ha tenido en la provincia un rol mucho más amplio del que se deduce de la norma de 1819.

Conclusiones.

Queda demostrado, mediante el simple cotejo de las leyes dictadas entre 1819 y 1841, que el Estatuto Provisorio tuvo una vigencia efímera, ya que aquellas comenzaron a introducir cambios a partir de 1821, cuando se le quita al Cabildo la facultad de reemplazar al gobernador en caso de ausencia o enfermedad, o se modifica en los hechos el procedimiento de elección del primer mandatario. Fue en esos mismos días que el gobernador se pronunció sobre la vigencia parcial del Estatuto, la que estaba subordinada a la salud de la provincia como ley suprema, y sujeta a los cambios que las necesidades del Estado hicieran aconsejables.

La consulta que la Junta había dirigido al gobernador en 1822, relativa a la vigencia del Estatuto, había merecido una respuesta imprecisa en la que se expresaba que, algunos artículos regían y otros no. La presencia de Seguí en la Junta permitiría aclarar, a medida que fuera necesario, cuáles eran unos y cuáles los otros.

El Estatuto de 1819 careció de lo que se denomina superlegalidad institucional, porque es evidente que no se quiso conferirle tal condición. López le confirió el carácter de flexibilidad que permitió seguir legislando sobre asuntos relativos a la organización del Estado mediante leyes constitucionales. La acumulación de este tipo de normas conformó un cuerpo legal sobre el que descansaría la organización de la Provincia, muchas de las cuales fueron recogidas en la Constitución de 1841.

La modalidad adoptada era coherente con la tradición casuista que habíase heredado del derecho español. La sistematización racionalista del derecho todavía no había encontrado en Santa Fe, como en otras realidades provinciales, campo propicio para su desarrollo. También se adaptaba a las necesidades legislativas de una transición institucional que iba superando las formas coloniales para afirmar las prácticas republicanas, amén de que se podrá argüir cierto celo del gobernador por la conservación de su amplísimo espacio de poder. 

Mientras, por un lado, las leyes constitucionales del período, profundizan la división de poderes, despojando al gobernador de sus antiguas funciones judiciales al crear el Tribunal de Alzada en 1826, otras leyes fortalecen el poder del mandatario al garantizar su continuidad en el mando, conferirle facultades extraordinarias, ampliar el período de su gestión a cuatro años en 1836, y al ascenderlo a Brigadier General contra los dispuesto en el Estatuto que fijaba el grado de Coronel como el más alto del escalafón. La legislatura iba convalidando la concentración del poder en López a medida que este se afirmaba en su prestigio militar y político dentro y fuera de la provincia. Paralelamente, diversas leyes estuvieron dirigidas al halago personal del mandatario, confiriéndole títulos altisonantes, condecoraciones y bienes inmobiliarios.

Desde el plano político, la evolución del orden constitucional de Santa Fe entre 1819 y 1838, fundado en un cuerpo de leyes iniciado con el Estatuto, nos muestra la lenta y firme consolidación del poder de López. Cuando este dicta el Estatuto en agosto de 1819, estaba fresco el recuerdo del fracasado conato del mes de mayo del que fueron inspiradores los abogados Seguí y Aldao. ¿Habían obrado en combinación con Artigas, disgustado por el contenido del armisticio de San Lorenzo? 

López demostró destreza política frente a la constatación de la conspiración. Si bien se labró un voluminoso expediente judicial, la pena final fue una suave reprimenda consistente en el destierro a Coronda de ambos letrados. ¿Fue nada más que clemencia la actitud del gobernador, o medió en ella el freno de la prudencia frente a Artigas? Sin cerrar los ojos a la evidencia de la intentona, López quiere dar muestras que tranquilicen a la clase dirigente, pues no puede suponer que Seguí, protagonista principal de la caída de Vera, careciera del apoyo de las principales familias de la elite local. De allí que acelere la redacción de la constitución prevista desde 1818, y aunque el resultado fue repelido, presentó su propio proyecto que era, al menos, un esbozo de sistema. 

Resulta sugerente el papel preponderante que el Estatuto le adjudica al Cabildo, entidad que reemplaza al gobernador en ausencias o enfermendades, facultad que se hace efectiva durante las campañas de López contra Buenos Aires de 1820, y que perderá después, en 1821, por decisión del propio gobernador. Paralelamente, se nota una relación tensa con la Junta de Representantes, que merece una fuerte reprimenda cuando no autoriza su segunda campaña contra Buenos Aires, campaña que López ejecutó igual, haciendo caso omiso a la oposición de la Junta, violando abiertamente lo dispuesto por el Estatuto en su artículo 24º.

Las tensiones de poder que estos hechos sugieren no han sido estudiadas todavía suficientemente y apenas si se perfilan en los documentos conocidos. No obstante aparece claro que López se afirmó en su posición hegemónica local después de la caída de Artigas en 1820 y de la firma del tratado de Benegas que permitió la recuperación de la economía de la provincia y por lo tanto de la clase dirigente. A partir de allí, resulta evidente que, sin ceder en sus convicciones autonómicas y respaldado por sus éxitos militares, López fomentará relaciones cordiales con Buenos Aires, donde era apreciado como aliado y temido como enemigo, especialmente después de su victoria sobre Ramírez. En este contexto, la sanción del Estatuto de 1819 y su paulatina pérdida de vigencia, cobra especial significación como una  muestra más de la consolidación del poder de López y del sustento político capitalizado entre la dirigencia santafesina.

Desde una mirada moderna, podrá observarse con cierto descreimiento el orden constitucional de la provincia durante esta etapa. Sin embargo, merecen destacarse los esfuerzos organizativos, aún  en el marco de una consensuada concentración de poder en la figura del gobernador. 

Lo cierto es que, como señalaba Lassalle hacia 1862, los problemas constitucionales no son, primariamente, problemas de derecho, sino de poder; la verdadera Constitución de un país sólo reside en los factores reales y efectivos de poder que en ese país rigen; y las constituciones escritas no tienen valor ni son duraderas más que cuando dan expresión fiel a los factores de poder imperantes en la realidad social.

El Estatuto de 1819 expresaba las relaciones de poder que López consideró apropiadas en ese momento y que pronto pudo modificar al producirse la desaparición del artiguismo. La mayor concentración del poder en el gobernador en la letra de la norma, iba en directa proporción con los temores de López a la influencia de Artigas y sus partidarios. Pero al afianzarse López en su posición dentro y fuera de la provincia, el carácter de constitución flexible del Estatuto permitió la sanción de un cuerpo de  leyes constituciones que expresaron nuevas relaciones de poder formal y dieron continuidad al proyecto federal y republicano del gobernador que descansaba, dada las condiciones culturales y conflictivas de la época, en su concepción patriarcal de la autoridad y el mando. 
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